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Dict :ido un acto ilegal por la Administración Pública y que causa 
daño, produce éste situaciones jurídicas que no se dan si ese acto 
es dictado cunfonne al ordenamiento jurídico. 

Es así como la Constitución Política en sus Arts. 6 y 7 consa­
gran el principio de la legalidad, pero sobre todo establecen los 
resultados del hecho que se dicte un acto ilícito señalando que 
será procedente la nulidad de él y las responsabilidades y sancio­
nes que detemüne la ley. 

Se establece aquí un primer lazo de unión entre ilegalidad del 
acto que causa el daño y la responsabilidad derivada del mismo. 

Nuestra ponencia tratará justamente de intentar encontrar las 
relaciones que existen entre ilegalidad y responsabilidad, o lo que 
es 10 mi~1tlo, las consecuencias inuemnizatorias que se suceden del 
hecho de que el acto dañoso sea ilegal. 

1. SUPUESTOS BASICOS DEL ANALlSIS 

Ya consagrada la responsabilidad civil del Estado Administrador, 
se ha establecido que no es suficiente para asegurar el restableci­
miento del orden jurídico violado por acto ilícito y por lo tanto 
el respeto de los derechos de los administrados, establecer recur­
sos jurisdiccionales que permitan sólo la anulación de los actos 
administrativos ilegales o lesivos de derechos, como serían los de 
nulidad en un contencioso administrJtivo o el propio Recurso de 
protección. Es necesario que si el Administrado ha sufrido un daño 
también se declare la obligación de la Administración de indemni­
zarlo compcnsánuole el daño causado. Situación que sí es recono· 
cida por ej., en el Art. 50 transitorio del D.L. 1289, sobre reclamo 
por acto ilegal Municipal, en donde se declara derecho a los pero 
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juicios. Aparece pues el aspecto de la indemnización reparadora 
de los daños causados por actos administrativos ilegales. El resarci· 
miento del daño viene a compensar el detrimento impuesto en el 
p'-ltrimonio del administrado y surge esa responsabilidad como re­
sultado que produce un acto administrativo ilegal. Pero, no sólo 
existe la conjunción de la nulidad-responsabilidad.reparación, 
sino que además se introduce un factor de represión de IJ conducta 
irregular, situación que está expre~ada en la sanción. Así lo esta­
blece la Constitución en los Ans. 6 y 7, inc finales al referirse a 
estos tres conceptm producto dclno respeto a la legalidad. 

Por otra parte, no e~ menos cierto que existe la clara posihili­
dad que un acto administrativo anulado por ilegalidad no produzca 
responsabilidad civil de la Administración, cuando éste no haya 
causado una lesión resarcible (daño efectivo, evaluable económi­
camente e individualizado). En este caso no existe la lesión o el 
daño y por lo tanto no se tiene por parte del administrado derecho 
a la indemnización correlativa. 

Luego podemos señalar claramente cuando no se aplica la res­
ponsabilidad civil de la Administración por acto administrativo 
ilegal, pero las relaciones entre ilegalidad y respunsahilidaJ per­
miten delinear además del anterior, otros aspectos jurídicos que 
precisen la relación que existe entre estos conceptos en materia de 
responsabilidad civil por acto ilegal del Estado administrador. 

2. PROCEDENCIA O NO DE LA RESPONSABILIDAD 

El problema está aquí en detenninar cuándo procede la indemni· 
zación y cuándo no procede, en razón de actos administrativos 
ilegales, ¿La ilicitud de un acto administrativo lleva aparejada de 
modo necesario la indemnización de perjuicios que aquel haya 
causado'! ¿Desaparecen con la ilegalidad de un acto las causas de 
justificación del daño por él producido? ¿Existe relación automá­
tica entre ilegalidad y responsabilidad? 

Entremos pues en el análisis de la relaciónilicitud-responsabiHóad. 
Yl sabemos que la ilegalidad o ilicitud de un acto administrativo 

se produce en razón de un vicio que lo hace disconfonne con el or­
denamiento jurídico. Es un defecto del propio acto que aparece JI 
momento en que nace a la vida jurídica [excepcionalmente podemos 
encontrar vicios sobrevinientes], con independencia de que si él 
produce sus efectos o se realiza la declaración que contiene. La ili­
citud aparece pues como una contradicción entre el acto adminis-
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Ir:JlivQ y el o rdenamiento jur idico, tiene un carácter objetivo y se 
sillla en el p lano del Derecho , La responsabilidad supone la existen­
c ia de daños y lJu e éstus de ban ser compensados por alguie n. Ell o 
q uie re decir que no basta que ex ista n los actos administrat ivos, 
sino que implica la producción de sus efectos . .Es decir la respon­
S<lbilidad se mueve no s610 en el plano del Derecho (exis tenCia del 
acto), sino que también y sobre todo en plen o de los hechos en 
raz6n de los efectos ju rídicos del acto (ejecución del acto). Una 
~itu aci6I! diferente es la sa nción produc to del <Jeto irrcgul id r, dirigi­
da ,\1 in frac tor en ténnin os indepen dientes a la responsabilidad. Así 
puede sucede r que el ac to admi nistrativo ilegal no produzca sus 
l{cd o.~. po r lo tan to no su rge responsa bil idad porque no causa 
pCljuic io. pe ro sí puede !:iurgir una intención sa ncionJdo ra en la 
q ue '\C ¡.>cr~igue t: ast igar al ru nci o nario qu e actuó en térm inos irre­
gulaJ"C:>. 

Por lo tanto, la~ rcbó oncs cn lre ilegalidad, responsabilidad y 
sanción ~e ven disto rsiunadas, al ser conceptos heterogéneos que 
~c sit uan en diferente nivel, tll primero en el Derecho, el segundo en 
los hechos y el terce ro como respuesta de afectac ió n personal al 
funcionuriu que emitió el act o. 

Pero e n el ám bito co ns titu c1on:u aparece tam bién el conceptu 
de llu li d3d , o sea 105 ac tos adm ini strat ivos no s610 pueden scr ilega­
les ~ i n o qUl' pueden ser anulados, dejados sin efecto, eliminados de 
la vida jurídica, po r tribuna l com peten te. 

EsTa noc ió n de nu li dad enll'a {am hié n en relación con los con­
cep tos de ílcgalidad y resp on~:.t hil idad, sob re tudo si pensam os que 
la declaració n de nulidad de Ull ac to administrativo como principio 
~e!lera l, no presupone un derecho a inde mnización automático. 

En f!.:L!ci ón con estos concep tos analicemos los distintos su­
pu¿stos () alternativas de vin cul ac ión. 

!\.. SI/pl/Cl'ro en que exisre ilegalidad y anulacibn pero 110 indemni­
zaciól/. 

A. l. Por IIO existir peTJilicio. 
El perjuicio es el presupues to básico de la indemniz:lción y po r lo 
tanlO de responsab ilidad. El pcrjuicÍ{l para los efectos de originar 
\lna indcllllli7.ación debe reunir los requisitos que la ley ex ige y que 
en 5\J ese ncia ~()n : -que sea efec tivo ; -évaluable económicamente ; 
-e irldiviuu<J li7ado en una o lll ¡!~ pl,~rsonas. Ahora bie n, si no se dan 
Cil los 11c,: ilm taks requ isit os, no l'xis tc responsahiliuad porque no 
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hay lesión y no hay lesión porque no existe perjuic io. En es ta hi· 
pótesi s y en raz ón de la il egalidad del act o administrativu sí pue­
de existir Nulidad , o en su caso Invalidez, pe ro no responsabilidad. 

A.l . Por no existir relación de causalidad. 
Un requi sito de la existencia de la responsabilidad de la Adminis· 
traci ón, consiste en la imputación del daño al cnte público, ü sea 
que exista una relación de causalidad ent re el efec lo lesi"\) de la 
actuación y el agente au tor, de m anera que e l dai'io pueda ser atrio 
buido al ente público. Ah ora b ien, si ex is ten interferencias en esta 
vinculación causal, la resp onsabilidad de la Administ ración puede 
atenuarse o extinguirse. Esta si tuación ex iste cuando un :Je to admi­
nislralivo ilegal ca usa perjuicio, pero el nexo de causali dad se ve 
enervado por un a circunst;mcia ajen a al mi~mo ac to, como puede 
ser la cu lpa de la propia víctima. Pensemos en un expediente de 
aplicación a un tercero de una sanción admin ist rati va qu e se an ula 
por defe¡;tus lle foml:J en la t ram itació n de l cxpedielllc. Si se le ha 
causado perjuicio por la Administración procede ría el derecho a 
indemnización, pero tal situac ión de respomabilida d depende rá 
si el terceTO ha in¡;urrido o no en los su puestos tic hecho que el 
ordenam ien to conside ra ¡;UIIl U me rt'ccdo rcs de reprobac ión. Si 
ello es así, su propia cu lpa destruye l~l re lación de caufialida d entre 
el acto de la Ad.1llinistrac,ióll y el perjuic io causado. Habría pues 
nulidad del acto por razones formales pero exist iría un<t interfe­
rencia enelVante de la posj bilitlall de impu tar u n daií o en cuan to 
que éste es m erecido por la conducta irreguhu de l administr<Jllo 
y por lo tanto, desaparecerá la re sponsabilidad de la Auministra· 
ción. La destrucción de la relación causal ~ p roduce pucs por la 
prop ia culpa del admin istrado. 

B. Su puestos en que exis te i1egalidad·nulidad y puede darse res· 
ponsabilidad·indemnización. 

Eslamos frente a la situación en que un ac lo ilegal, suscepti ble de 
anulación, cau sa un perjuicio imputa ble a la Administraci ón. El 
problem a surge en detennill ar si la inuemnización procede siem· 
pre o exis ten casos qu e a pes:lT de la ilegalitl<l d del acto que cau sa 
daño, el perjudicado debe sopo rtarlo. En defin itiva , debem os pn:­
guntarn os si existe correlación necesaria entre ih:galidad·nulidad y 
re sp an S<1 b ili da d- in ue mnizac i ón. 

El punlo de inicio para estable-cer la rc!:Jción ilegalidad' ,'esponsa. 
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bilidad, creemos parte de la vinculación entre el concepto de ilega­
lidad y la actividad administrativa que pruduce el daño. El vínculo 
entre estos dos aspectos aparece de la responsabilidad por falta de 
servicio, reconocida ya en la Ley de Bases de la Administración 
Pública en el ArL 44 al señalar que los órganos de la Administra­
ción serán respooS<:!blcs del daBa que causen por falta de servicio. 
Se refiere esta respoll5abilidad a la actividad o funcionamiento de 
los servicios públicos. Igualmente tal situación se establece en el 
D.!.. 12H9 para el ámbito Municipal en el Art. 62, ¡nc. final, ex­
presando sí un contenido más explícito de la noción, al vincularla 
con el funcionamiento de ellas en términos que son responsables 
cuando SllS sepiÍcios no funcionen debiendo hacerlo, o lo hagan en 
forma deficiente. Así pues, en razón de este tipo de responsabi­
lidad aparecen dos fnnnas de funcionamiento de los servicios pú­
blicos: una que podríamos calificar de funcionamiento 110lmal y 
la otra de funcionamiento anormal del servicio público. 

En efecto, parece seguro que cuando la Administración actúa 
en términos ilícitos dicha actuación no puede estar referida en 
principio a un funcionamiento nOlmal de los servicius públicos, 
pues éstos están llamados a actuar conforme a la le)' y al Derechu, 
o sea lícitamente. Esa actuación ilícita sc deberá pues a un funcio­
namiento anonnal del servicio, o sea, que el servicio ha actuado en 
términos dcficicntes. 

Esta calificación de anormalidad del servicio puede ser fommia­
da siempre que existe ilegalidad y la responsabilidad surgirá en ra­
zón ucl daño que ellos han causado pur ese funcionamiento defi­
ciente u anormal. Pero el concepto de funcionanliento anormal 
no es aplicable a toda irregularidad en la actuación administrativa, 
sino que se debe remitir a la cstimación de stanuards de actuación 
y rendimiento normal exigible a los servicios públicos. Ello nos lle­
va al hccho que deberá detenninarse en cada caso si una ilegalidad 
supone funcionamiento anormal en función de esa exigencia de 
actuación y rendimiento de los servicios públicos. 

¿Es exigible pues en nuestro estado actual de avance jurídico que 
la Administración no cometa ninguna ilegalidad en su actividad, 
por mínima que ésta sea? 

Admitir esta tesis supone vincular toda ilegalidad con el funcio­
namiento anormal de los servicios públicos y por lo tanto procede­
ría la responsabilidad-indemnización desde el momento que existe 
un perjuicio imputable. Así pues la Administración debería res-
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punde r de cual quier Jailo ocasionado por acto ilegd sea cua l sea la 
il egalidad existente. Existir ía l.ln<l rela¡,;i ón aut omática n o só lo en 
el plano oe la lega li dad, sin o tamhién en la respon~ bilid<J d ul: sapa­
reciendo posi bles l:ausaJcs de justi fi cadón del dan o. Este resultado 
lo consideram os como ex tremo , la Adminis t ración se vería parali­
zada desa tendiendo su fun ción pft!~I:Id()ra de servici os qu e e l Of­
denam iento It! atribuye (de lo cua l tam bién podría surgir n:spon­
sabili dad) ; el patrimonio cst a t:iI , I:J moién limit ado. se vería perj u· 
d icado al te ner que neccs;.a ri ;¡men te indemnizar datl os por pequeihts 
irregulari dades, p ero sobre todo nu creemos que e.s ta situadún n: s· 
pon da :.¡ nuestro ac tu :i] estado de evolución jurídica. 

Igualmcnte, debemos considerar que la Adm inist ración . en su 
gran ac t ivid ad incurra a v~ces en ilega hdadcj¡ d:l da la difi ..:u ltad de 
apre ciac ión de los hec hos qUt~ de be tCJl t;! f en cu cnta (por ej .: erro­
res de ap reciación técnica) o en r:l7011 a que ;:l nrdenallliO;!!lIo es 
poco d aro lo que la inuuce JI Tomar Ill edil.las qu e lo con h aveng:m 

Así pues, existen ilegali dades que en fUBción ¡Je las c ;¡ ra<.: tl'rÍs­
t icas y medios del se rvicio, l) por impreCisi ón del orden nmien tu 
no son a nue stro entender exigibles, o sea SO I¡ cxc us<lhl t;!~ y por 
tanto n o resp on den a un fu ncionamicnl o an ormal de los servicios 
p úblicos par a de lcnninar la p rocedenr.:b dc la resp onsabilidad . De 
estas <Ictuac ioncs, 10 que exim irnos es el hecho de imputar fl l Uf­

ga nism o público I¡¡ calificaciún de fu ncion amiento <lllmm:¡] y pOI 

lo tan to en Tazón de ello rc~p nnsab ilídad. Reconocemos. que pU t:o 
de, e Tl tales casos, ex is tir r<!spons abilida d pero por tltla vía lI ifécll te 
a la fal La Je ~rvicjn . Se (mIaría de un funcion am ien to norrn :il del 
servici o p úblico, pero qu e en razón <l que causa da i'!o )" origi /l :l un 
sac rificio especia l procl·dc la in demn i7.ac iull. a l Igua l que la res· 
ponsabilidad pu r acto lícito . No estarnos dedar,u:¡Jo la irt"~SPOll ­

sabilidau de la Administración en la situ ació n (!!1 W~ plantc ¡¡ da, sino 
que eHamos tr atando Je t: slablceer un meca nism o de illl pU I<lci 0n 
cor rec to tic esa respo nsabilidad, Sielll pre que ('xis!a ¡Ja;"io injus to 
por 1 .. ac tuaciÓIl legal o ircg~d de la Adm inistr:lción . ésta debe res­
ponder, pero la legalidad () ilegalida d no puelle ser a tribuid ,l sicI!!­
pre al funcionatn iG nto ll ormal o anonn ¡¡1 de lns se rvicios públ ic os 
que se rían las vía s de im putación del dañu a la Adm inislrac ión 
conforme a la nuc ió n de falta de ~erv ¡cin . L'l ilegalida d es su lo 
un renejo que nus indica el funcionamien to anormal, qu e facilita 
dicha calificaci un, pero existen eJ~ OS en que no lo e~ , y ~n esm 
casos, sólo dará origen a 1;.1 responsabilidad , hajo los supues tos de 
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ella, en el en tendido ue funcionamiento nonnal de los organismos 
pú blicos según su nivel dc cxígenci<l. 

En de fi nit iva querem os ::.l' lla lar que en razón de aClUaciones 
ilega les de la Administración, ha y ilegalidades inexcusa bles o gra­
ves e ilegalidades excusables en raLón ili: un margen de imperfec­
ción en el funcionamiento de la actividad adm inist rativa , margen 
ljue es so porta ble por el adminis tra du a menos que se le cause un 
sacrificio es pecial en la lesión a sus derec hus. Ad, cx istinín ilega­
lid:.dcs que Jan lug:tr a la co mpens:J ción y otros cuyos perju icios 
de beráll ser suportados por los particu lares sin cumpensación en 
r,vón a que existen camales de justificación del mismo; el daño 
cauS<ido no es an tijuríd ico. Lo an lel'io r es sin perj uicio de la de­
c1araci6n de nulid ad de l acto. Siu duda , las ilegalidades inexcu­
sablc~ (jUt' da rian origen a la rcspolls.abilidad. se rían aquella s pro­
ducto del funcionam ien to anurm al del servic io pú blico fuera de los 
standllrds medios de cxigibil itiad. 

1:1 criterio para determinar cuál es son las ilegalidades cxcusables 
y cu(¡ l e~ son inexcusabl es, 11 0 puede ser rígido, genérico o uniforme. 
lús srandards medios de funciolwmicntu de lus servicios públicos 
no están prefijados con anteri ori dad para todos los servicios, sino 
de ben apreciarse en fundón Je cada unu Lle ellu!.. No es posible 
pues u lla homogenei dad total de crite rios paJa de terminar un tipo 
y otro de ilegalidad . 

Lo que sí es posible. es dc tc nninar algunas pau tas para estable , 
ce r la inexcusabilidad o no de la ilega lidad . 

Cl lales se rían esas pautas: 
a) El criterio de la gravedad. d.t: !:J infracción. 
La ile galidad grave, manifi estamente co ntra ria a De recho, es exigi­
ble que 110 sca cornetiJa por la AJministrac i6n y por lo tanto seria 
inexcusable . Las ilegalidades lI O m:mifiest<ls serían por el con trario 
excu sa bl e~. Reconocemos la dific u ltad de deternlÍ.nadón , sobre 
todo en el seg1.lIl do caso, pero el lo puede ayu dar. da r una pau ta al 
juzgador, puesto que en dc fmitiva es el el que Liene que de termina r 
lo indeterminable. 
b) Ot ru elemento a co nsiderllr puede ser el de las características 
y n1edio~ de que dispoIlc el organismo público para ejecutar sus 
competencias. Debe sí tenerse presente en estos casos la posib ili­
dad de 11 0 caer en trato desigual, pero, dentro de este contexto, 
no c:s lo misHlo un ac to il egal perjudic ial dictado por un Municipal 
Rural quc uno dictado por un a Administración Mini ste rial que 
cuen ta cOlllllayores medios cconúmicm. y de personal. 
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e) Debe tam bién tcnc r!iC en consideradón la mayur o mcnOl' prcl:i­
sió n del o rdcn::unicnto ju r ídico para d istinguir el t ipo de ilegalid ad, 
Los errurcs en la in te rpretación d~1 De recho debe n cUllS idcr:lL,C 
en relac i6n a la claridad de la n orrna ap licada. S i l:l Ilonna cs ubscu­
ra u im p recisa sería m ucho m ás cxcu~ble a que si d la no tielle (\ 1· 
fi cultades en la inte rp retac ión. 

Piénse se también en la de cisi ón adm inistra tiva qUe favo rect' ;¡ 

un admi nistrado y perjudica a ot ro, si la ilegalidad se produce Jl[u i 
por obscuridad de la nunna, :)Cría Jifícil admiti r quc la Adminis· 
tración dc bn:ra indem nizar en tudo caso. es dec ir a unu u utro 
admini st rado. 

d) O tro aspecto a resal lar es la m a ter;::! so bre la que recae ",1 a¡;tu 
ilegal. llay objetos de la acc ión aJrnilli strativJ ('11 las que no es ex­
cusable ilega lidad algunll . Por ej emplo en mater ill de defcchns y 
li bertades publicas. 

e) Oebe co nsiderarse igu almen te el hec ho de que SI la d~cislUll :id­
ministrat iv¡¡ hubiera sido tomada h;~ga l mc l1rc , /¡\l b¡"r~ () !lO condu­
cido a rcsult ados diferentes para el ill!l.:rl:~ado. Si e ll os hubic r.m ~iJo 
iguales, no procede,creemos, la cxigencm de resp on~a h.lidad . 

Supongamos u na nul idad por vic ios de furlll J proccdimcnt;ll. 
Si la Admin ist rac ió n d ict a pos te riml11t'llle el actú si!! \'icios do.' fo (­
ma y ll ega al mismo pronunciamien to Ul: fondo. el .. re;; \~!dü Jd.Jcrá 
acatar la dec i ~ión y supurtar los eventua les pc rjuidus lj Lk' ~ i' k C.1 LJ · 

sen sin que pueda <l t ribuirsde rC!ipolls:.th il ida d :1 1 .. Adlll inistr;H:iún 
por el prim er ac to ( ilcgu l). 

Todos C!iIOS aspectos deben ser valonldos en cada casu ~ scgü lI 
cada situa(.:j {) n. El criteriu no puede ser fijadu ell tl' rtlli)l\)s :lbsu· 
lutos. Inclu so rná~. al mom ento de dete rminar 1;) ex cusahilid¡¡d II 
no de la ilegaJidad , ju cg:¡ un Jol \'I l a l cn el juzgador la COllCICm: ia 

jurídica )::cllt' ral qu e im pt'ra en ese mo men lO y que pU l' de evolucio· 
nar en el tiem po. Asi. lo q ue hoy e:. cx<.:usahlc , ruañ JHJ puede que 
no lo sea. Este elemcnto vulorativo progresa CO! ltlllua mo;'nt l' y h,lce 
m ás sens ihle <l lgUll OS aspectos de la vida jurídica . Hoy l\l VCl\l \,JS Cn 
~l problema de los dcrce hns human os . En cste scn t ido pueJc qu e 
llegue e l 1110l11 Clllo idc.d l'l\ qu e todo d:Lñu pur ae lO ¡lcsalSA: vea co m o 
pensado, asumie ndo I:L sociedad el riesgo creado, pet"o ese munt en­
to parece n o haber ll egado aúll, al mCll m el! Chi le . 

En el tratamiento de l tC111J ya h¡! quedado es ta bkciu o el ro l 
im portan t ísim o de los Tri bun ales tic justi c ia , sun c Hos 1m ¡hUllado:. 
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a valorar los elementos aetenninantes de la excusabiJidad O no de 
la rcsponsabilidad pública. El rol de la doctrina es abrír el juego de 
las irllcrprctaciones y a fijar c rilerios de soluc ión que ma tizados 
y aplicados por la jurisprudencia an te. casos concrc(Os venga a dar 
solución a esos problemas planteados por la rcl<u;iün ilegal itlad. 
nulidad y responsabilidad. Con lo sci'\alado, se trata de lograr en 
definitiva un justo equilibriu enlre los de rechos de los administra· 
dos y las necesidades y objetivos de la Administración, la que debe 
est~lr sie mp¡'c al servicio de los primerus. 
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